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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Pereira,  veintisiete (27) de julio de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No. 670
Hora: 11:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el doctor Héctor Javier Rendón Mora apoderado del señor Yohan Alexánder López Calle, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira.

2. ANTECEDENTES
El abogado Héctor Javier Rendón Mora informó que desde 22 de febrero de 2016 se adelanta una investigación en contra del señor Yohan Alexánder López Calle, quien fue capturado cuando se disponía a viajar con su familia,  toda vez que dentro de una de sus maletas se encontraron 675 gms de cocaína, motivo por el cual le fue impuesta la medida de aseguramiento de detención preventiva intramural, la cual venía cumpliendo en las instalaciones de la UPV y posteriormente fue remitido al patio 2 del establecimiento penitenciario y carcelario de esta ciudad, pese a existir cuarentena por varicela. 
Adujo que el juez 3º penal municipal con funciones de control de garantías de Pereira le denegó la prisión domiciliaria sin revisar las pruebas allegadas, decisión que fue confirmada por el juez 5º penal del circuito de esta ciudad, determinación que también recurrió. 

El 20 de mayo de 2016 el Juzgado 7º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías  le concedió el beneficio de prisión domiciliaria al señor Julián Andrés Cardona Quintero, a quien le fueron hallados 3 kilos de cocaína en el aeropuerto. 
Aseguró que la salud de su prohijado se encuentra en grave peligro, por ello debe ser protegido de manera inmediata, y con base en el principio de igualdad debe permanecer privado de su libertad en su lugar de residencia. 

En el escrito introductorio indicó que el poder para actuar en el presente amparo estaba “dentro de la carpeta”. 
Durante el trámite se allegó copia del poder especial otorgado por el señor Yohan Alexánder López Calle al doctor Héctor Javier Rendón Mora para que asumiera su “defensa técnica por el delito de tráfico y porte de estupefacientes”, y dentro de las facultadas se plasmó de manera general “presentar acciones de tutela” (folio 7-8). 

3. RESPUESTA DE LAS AUTORIDADES ACCIONADAS
3.1.  Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira 

El titular de ese despacho manifestó que el abogado Rendón Mora se encuentra actuando sin tener un poder especial para accionar en sede de tutela a favor del señor Yohan Alexánder López Calle, lo que constituye una causal de rechazo de la demanda, de conformidad con lo previsto en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 y en la SU-055 de 2015. 

Enunció que las personas que se encuentran privadas de la libertad pueden acudir de manera directa la juez de tutela u otorgar el respectivo poder especial. 

Al parecer las decisiones judiciales que ataca mediante amparo de tutela no se están en firme, y teniendo en cuenta que la acción de tutela se encuentra dirigida tácitamente  en contra de ese despacho, considera que la autoridad competente para dar trámite a la misma es el Tribunal Superior de Pereira, como lo dispone el Decreto 1069 de 2015 (folio 9).
3.2.     Juzgado 3º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira
Su titular informó que el 14 de abril del año en curso se adelantó en esa célula judicial una audiencia de  revocatoria de medida de aseguramiento, la cual fue solicitad por el abogado Héctor Javier Rendón Mora, la cual fue denegada al considerarse que no habían desaparecido los motivos esbozados por su homólogo del Juzgado 1º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías al momento de imponer la medida de aseguramiento intramural en contra del señor López Calle.
Al ser recurrida la decisión, el juez 5º penal del circuito en sede de segunda instancia, decretó la nulidad de lo actuado en la audiencia del 1 4 de abril de 2016, ordenando que se celebrara un nuevo acto en el que se tuvieran en cuenta los videos y audios aportados por la defensa del acusado. Sin embargo, luego de dar cumplimiento a dicha orden, la jueza 3ª penal municipal con funciones de control de garantías de Pereira decidió no revocar la medida de aseguramiento impuesta al señor Yohan Alexánder López Calle, por cuanto no se allegó ningún elemento de juicio para dejar sin efecto la medida de aseguramiento de detención preventiva e igualmente se denegó una solicitud de detención domiciliaria.  Esa determinación fue apelada por el defensor.
Indicó que el Dr. Héctor Javier Rendón Mora había presentado con anterioridad otra solicitud de sustitución de medida de aseguramiento intramural por domiciliaria ante el Juzgado 2º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de esta ciudad (folio 10).
3.2. ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA
Su Director manifestó que la determinación de la detención domiciliaria es de competencia exclusiva de la autoridad judicial. 

La reclusión del señor Yohan Alexánder López Calle se hizo en cumplimiento a la boleta de detención Nro. 013 del 22 de febrero de 2016 suscrita por el juez 1º penal municipal con funciones de control de Garantías de Pereira, la cual se materializó el 25 de mayo de 2016. 

Frente al estado de salud del procesado, indicó que dentro del trámite de tutela  no se acreditó tal situación. Por lo tanto, consideró que el amparo de tutela incoado resulta ser improcedente.    (Fls. 11 y 12)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de junio de 2016 el Juzgado 4º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento resolvió denegar por improcedente la acción de tutela formulada a favor del señor Yohan Alexánder López Calle, ya que no se aportaron elementos probatorios que permitieran analizar de fondo la presunta vulneración de los derechos invocados, y porque frente a la solicitud de revocatoria de la medida de aseguramiento impuesta a su mandante no se han agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios.  (Fls. 14-22) 
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El doctor Héctor Javier Rendón Mora mediante correo electrónico del 16 de junio de 2016  dirigido al juzgado de primera instancia, manifestó que apelaba el fallo de tutela (folio 24).
6. CONSIDERACIONES

6.1. Sería  del caso entrar a resolver la impugnación formulada por el apoderado judicial del señor Yohan Alexánder López Calle, sino fuera porque la Sala advierte la falta de competencia del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional por las razones que se exponen a continuación.

6.2. El Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la acción de tutela el 31 de mayo de 2016 (folio 3).  En el auto admistorio dispuso correr traslado del escrito introductorio a las entidades accionadas y la vinculación del Juzgado 5º Penal del Circuito de esta ciudad. 
6.3.  La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

6.4. En tal sentido ha de precisarse que si bien, el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

6.5. En estas condiciones, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º  del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que  establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, ya que de la misma se advierte que el Juzgado 5º Penal del Circuito adoptó decisiones que fundamentan el amparo propuesto, fuera de que la titular del Juzgado 3º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías advirtió que dentro del proceso penal que se adelanta en contra del señor Yohan Alexánder López Calle se interpuso el recurso de apelación en contra de la decisión que denegó la solicitud de sustitución de la medida de aseguramiento intramural por domiciliaria, sin señalar de manera concreta a cuál de los juzgados penales del circuito le había correspondido dar trámite a dicha alzada, lo que  permite inferir que también resulta imperiosa la vinculación de esa otra célula judicial al presente amparo. 
6.6. Lo señalado en precedencia impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 31 de mayo de 2016  (folio 3), por medio del cual el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira admitió la acción constitucional, sin perjuicio de las pruebas practicadas.

Por lo anterior, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a uno de los despacho de los Magistrados que componemos la Sala de la especialidad Penal, en razón de las normas de competencia funcional existentes y la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional que se cita en esta providencia.

Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de todo lo actuado dentro de la acción de tutela promovida por el apoderado judicial del señor Yohan Alexánder López Calle a partir del auto del 31 de mayo de 2016  (folio 3), por medio del cual el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira admitió la acción constitucional, sin perjuicio de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: DEVOLVER las diligencias a la Oficina de Reparto de la Administración Judicial de Pereira para que sean asignadas a uno de los despachos de los Magistrados que componemos la Sala de la especialidad Penal, en razón de las normas de competencia funcional existentes y la jurisprudencia pertinente de la Corte Constitucional que se cita en esta providencia.

TERCERO: Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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